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Irma González de Valencia vs Colpensiones. Radicación 66001-31-05-004-2010-01441-01


Providencia:                               Providencia del 26 de septiembre de 2018 

Radicación Nro. :

66001-31-05-004-2010-01441-01
Proceso:


Ejecutivo Laboral 

Demandante:


Irma González de Valencia
Demandado:                             
Colpensiones     

Juzgado de origen:

Cuarto Laboral del Circuito
Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Temas:

PRESCRIPCIÓN / COBRO DE COSTAS EN EJECUTIVOS / INTERRUPCIÓN
Si bien en materia laboral la prescripción está regulada por el artículo 488 del Código Sustantivo de Trabajo y el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, lo cierto es que el primero hace referencia al término prescriptivo de las acciones correspondientes a los derechos de origen laboral y el último a la afectación del paso del tiempo respecto a las acciones que emanen de las leyes sociales.  

En tal orden de ideas, las costas procesales, por no ser ni un derecho regulado por Código Sustantivo del Trabajo, ni originado en leyes sociales, la acción por medio del cual se pretende su cobro debe regularse por el derecho civil, siendo así entonces aplicable el artículo 2536 del Código Civil, modificado por el artículo 8º de la ley 791 de 2001, que indica que la acción ejecutiva prescribe a los cinco años.
... la posibilidad de interrumpir dicho fenómeno, está regulada por… el artículo 2539 del Código Civil. 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho
Acta número ___ de 26 de septiembre de 2018
En la fecha, siendo las tres y treinta de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por la señora Irma González de Valencia contra el auto que declaró probada la excepción de prescripción propuestas por Colpensiones, proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 8 de mayo de 2018, dentro del proceso ejecutivo laboral que le promueve aquél, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-004-2010-01441-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:































En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.
Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

Luego de obtener sentencia favorable ante la jurisdicción laboral, la señora Irma González de Valencia inició acción ejecutiva con el fin de que fuera librado mandamiento de pago a su favor por la suma de $1.360.000 por concepto de costas procesales y costas de la acción ejecutiva.

En providencia de fecha treinta de enero del año que avanza, el juzgado de conocimiento libró mandamiento de pago conforme fue solicitado por el ejecutante, procediendo a ordenar la notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y a la ejecutada.
El 7 de febrero de 2018, le fue notificado a Colpensiones el auto que libró mandamiento de pago, concediéndole el término de cinco (5) días para pagar o diez (10) días para proponer excepciones.  En escrito presentado en el Juzgado el 19 de febrero de 2018, formuló como excepciones las de “Prescripción”, “Inexigibilidad de la Obligación – Costas”, “Buena fe de Colpensiones”, “Compensación” y “Declaratoria de otras Excepciones”.

En audiencia celebrada el 8de mayo de 2018, el juzgado de conocimiento, luego de analizar que las únicas excepciones respecto a las cuales podía pronunciarse, según las voces del artículo 442 del Código General del Proceso, eran las de prescripción y compensación, por tratarse el título judicial de una sentencia legalmente ejecutoriada, declaró probada la primera, al encontrar configurados los presupuestos para ello.

El fundamento de esa decisión descansó en lo dispuesto por el artículo 2536 del Código Civil, modificado por el artículo 8º de la ley 791 de 2001, que establece que la acción ejecutiva prescribe en 5 años, por lo tanto, al haberse hecho exigible la obligación correspondiente a las costas generadas en el proceso ordinario el día 8 de agosto de 2012 el demandante tenía hasta igual data del año 2017 para cobrar por la vía ejecutiva y sólo lo hizo el 18 de diciembre de 2017.

Adicionalmente estimó la a quo que el argumento expuesto por el ejecutante para oponerse a la prosperidad de la excepción, relacionado con el hecho de que radicó ante Colpensiones la cuenta de cobro, no tiene soporte probatorio por tanto no puede ser acogido para desestimar el medio defensivo.

Consecuente con lo anterior, no hubo pronunciamiento respecto a la excepción de compensación de acuerdo con lo previsto en el inciso 3º del artículo 282 del Código General del Proceso, por lo tanto, se ordenó el archivo del expediente y se condenó en costas a la parte actora. 

Inconforme con la decisión, la parte ejecutante la apeló indicando que el requerimiento efectuado a Colpensiones para el pago de la obligación se efectuó el 10 de febrero de 2015 mediante comunicación radicad 2015_1119793, por lo tanto, el fenómeno prescriptivo fue interrumpido, encontrándose entonces en términos para impetrar la acción ejecutiva. 
Concedido el recurso, el expediente fue remitido a esta Corporación para resolver lo pertinente, labor de la que se ocupará, previas las siguientes 

CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Operó el fenómeno prescriptivo en el presente asunto?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. DEL ORIGEN DE LAS COSTAS JUDICIALES 

El Código General de Proceso, dispone en su artículo 365 modificado por la Ley 1395 de 2010, la condena en costas a la parte vencida en juicio o  a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

En ese contexto entonces, las costas son de origen procesal y se encuentran constituidas por la agencias en derecho que se refieren a los costos en que incurre la parte para acudir ante la administración de justicia y las expensas –copias, honorarios de auxiliares de la justicia, publicaciones, entre otros-.

2. DE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES EJECUTIVAS TENDIENTES AL COBRO DE COSTAS PROCESALES.
Si bien en materia laboral la prescripción está regulada por el artículo 488 del Código Sustantivo de Trabajo y el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, lo cierto es que el primero hace referencia al término prescriptivo de las acciones correspondientes a los derechos de origen laboral y el último a la afectación del paso del tiempo respecto a las acciones que emanen de las leyes sociales.  

En tal orden de ideas, las costas procesales, por no ser ni un derecho regulado por Código Sustantivo del Trabajo, ni originado en leyes sociales, la acción por medio del cual se pretende su cobro debe regularse por el derecho civil, siendo así entonces aplicable el artículo 2536 del Código Civil, modificado por el artículo 8º de la ley 791 de 2001, que indica que la acción ejecutiva prescribe a los cinco años.
Ahora bien, la posibilidad de interrumpir dicho fenómeno, está regulada por la misma normatividad, que en el artículo 2539 establece:
“La prescripción que extingue las acciones ajenas, puede interrumpirse, ya natural, ya civilmente.

Se interrumpe naturalmente por el hecho de reconocer el deudor la obligación, ya expresa, ya tácitamente.

Se interrumpe civilmente por la demanda judicial; salvo los casos enumerados en el artículo 2524.”

3. CASO CONCRETO

Lo primero que debe decirse es que en este caso la solicitud de ejecución de las costas procesales aprobadas por el juzgado de conocimiento por auto de fecha 2 de agosto de 2012, fue presentada por la parte actora el 18 de diciembre 2017, es decir 5 años, 4 años y 10 días después de ejecutoriada dicha providencia el 8 de agosto de 2012.

En ese sentido, para que la prescripción de cinco años prevista en el Código Civil fuera interrumpida, conforme las disposiciones del artículo 2538 ibídem, correspondía a la parte actora iniciar la acción antes de 8 a agosto de 2017, lo cual no hizo sino hasta el 18 de diciembre de esa misma anualidad.

Respecto al argumento el recurrente soportado en la interrupción del fenómeno prescriptivo con la reclamación administrativa, corresponde decir que, en virtud a lo expuesto con precedencia, esa forma detener el correr del tiempo, opera para las derechos laborales y de la seguridad social y no para las obligaciones, que como en este caso surge en virtud de la aplicación de la ley procesal, obrar en ese sentido implicaría el desconocimiento del principio de inescindibilidad de la norma, que previene al operador judicial para que, una vez determine la disposición que regula en asunto, la aplique en su integridad.
Conforme lo dicho, no existe mérito para modificar la decisión de primer grado y en esa medida la misma será confirmada.

Costas en esta instancia estarán cargo de la recurrente.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 8 de mayo de 2018.
SEGUNDO: CONDENAR en constas a la señora Irma González de Valencia en un 100%.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
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